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I.
RESUMEN

1. El 20 de octubre de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “la CIDH” o la “Comisión Interamericana”) recibió una petición presentada en nombre propio por Víctor Eladio Lara Bolívar (en adelante también “la presunta víctima” o “el peticionario”), en la cual se alega la violación por parte de la República del Perú (en adelante también "Perú", "el Estado" o "el Estado peruano") de derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana” o “la Convención”). En la peticion se alega que la presunta víctima fue despedida del Banco de la Nación, donde indicó haber laborado por más de 25 años. Manifestó que dicho despido se produjo por medio de un decreto de emergencia que reguló un proceso de reestructuración laboral de la referida institución, consistente en ceses colectivos y retiro anticipado de funcionarios. Según el relato del peticionario, su despido se concretó varios meses después del término de la vigencia del decreto. Señaló que al requerir su reposición a través de una acción laboral, los órganos judiciales peruanos rechazaron su pretensión, mediante criterios contrarios a la legislación interna y antecedentes de tribunales superiores en asuntos similares.
2. El Estado sostuvo que el despido del señor Víctor Eladio Lara Bolívar se produjo de conformidad con la legislación interna pertinente. Manifestó que según la jurisprudencia del Tribunal Constitucional del Perú, la aceptación de indemnizaciones y el cobro de pensiones de jubilación configuran un consentimiento tácito con el pase a la situación de retiro por parte del trabajador. El Estado alegó que los hechos narrados en la petición no tienden a caracterizar la vulneración a disposiciones de la Convención Americana y solicitó que la CIDH la declare inadmisible en virtud del artículo 47.b) de dicho instrumento.
3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 20 de octubre de 2003 la CIDH recibió la petición y le asignó el número 871-03. El peticionario presentó información adicional el 24 de agosto, 5 de septiembre, 11 de octubre y 24 de noviembre de 2006, 12 de junio de 2007, 19 de mayo de 2008 y el 23 de abril de 2009. El 7 de julio de 2009 las partes pertinentes de esa documentación fueron trasladadas al Estado y se le otorgó el plazo de dos meses para que presentara su respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH. 
5. El 14 de septiembre de 2009 el Estado remitió su respuesta y el 22 de septiembre de 2009, 26 y 27 de julio, 9 de septiembre, 12 de noviembre de 2010 presentó escritos adicionales. A su vez, el peticionario envió información adicional el 28 de agosto de 2009, 30 de marzo, 2 de junio, 20 de septiembre y 27 de octubre de 2010.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición del peticionario

6. Afirmó que el 19 de abril de 1994 fue publicado en el Diario Oficial El Peruano el Decreto de Emergencia número 09-94, el cual dispuso la reestructuración administrativa del Banco de la Nación. Indicó que en el artículo primero del referido decreto se señalaba que la restructuración debía realizarse durante el plazo de seis meses a partir de su entrada en vigencia, es decir, entre el 20 de abril y el 20 de octubre de 1994. Manifestó que el 6 de enero de 1995, tres meses después del término de la vigencia del decreto, recibió una carta de despido por parte del Banco de la Nación, donde se desempeñó como técnico por más de 25 años. 

7. El peticionario afirmó que luego de ser cesado de su cargo, comenzó a ser depositado, en la cuenta donde recibía su salario mensual, un monto relativo a una pensión de jubilación en los términos del régimen público regulado por el Decreto Ley No. 20530. Señaló que dichos depósitos no cumplieron con los requisitos de forma legalmente requeridos y que en momento alguno aceptó ser pasado a la situación de retiro. 

8. El señor Lara Bolívar manifestó que para el momento que fue notificado de su pase a retiro se encontraba ejerciendo funciones como líder sindical y negociando un convenio colectivo en nombre de los trabajadores del Banco de la Nación. Al respecto, sostuvo que se encontraba protegido por inmunidad sindical y que cualquier acto que modificase su situación laboral devendría contraria a las normas laborales internas. 

9. Según lo alegado, el 2 de febrero de 1995 el señor Lara Bolívar presentó una acción laboral requiriendo la reposición en su puesto de trabajo. Se indica que el 25 de abril de 1997 el Segundo Juzgado Laboral de Lima declaró fundada la acción, pero que la Primera Sala Laboral de Lima dispuso la nulidad de la sentencia y ordenó la devolución del expediente al juzgado a quo. Se alega que el 24 de abril de 1997 el Segundo Juzgado Laboral de Lima volvió a pronunciarse sobre el fondo de la acción y la declaró improcedente, concluyendo que el pase a retiro y el cobro de pensiones es una causal de terminación del contrato de trabajo. El peticionario indicó que el 4 de diciembre de 1997 la Primera Sala Laboral de Lima confirmó la decisión de primera instancia y que el 22 de octubre de 1998 la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia desestimó un recurso de casación por él incoado.

10. El peticionario afirmó que concluido el procedimiento ordinario laboral, formuló varios recursos extraordinarios solicitando se reconociera la ilegalidad de su despido. Indicó que el 5 de febrero de 1999 presentó un “Recurso Extraordinario de Revisión” ante la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia, el cual fue declarado improcedente el 12 de julio del mismo año. Señaló que el 7 de enero de 2000 presentó un Recurso de Cosa Juzgada Fraudulenta ante la jurisdicción laboral, el cual fue declarado sin lugar el 17 de enero de 2000. Afirmó que el 30 de marzo de 2000 interpuso una acción de amparo, la cual fue declarada inadmisible en primera instancia el 12 de diciembre de 2000, y posteriormente confirmada esa misma sentencia en segunda instancia el 25 de julio 2001. Por último manifestó haber presentado un Recurso Extraordinario de Revisión ante el Tribunal Constitucional contra las sentencias que denegaban la acción de amparo, pero que el mismo fue declarado improcedente el 4 de octubre de 2003.

11. El peticionario argumentó que de 72 trabajadores del Banco de la Nación despedidos de sus cargos en virtud del decreto de emergencia 09-94, la mayor parte ha sido reincorporada a sus puestos de trabajo en virtud de sentencias laborales. Destacó que a varios de esos trabajadores también se había efectuado pagos de pensión de jubilación de conformidad con el Decreto Ley No. 20530, y que no obstante fueron reincorporados. Al respecto, manifestó que los tribunales que decidieron su acción laboral desconocieron criterios jurisprudenciales en situaciones homólogas a la suya y concluyó que ello implica la vulneración del derecho a la igualdad ante la ley.

12. Finalmente, el peticionario afirmó que el Estado es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 8, 10, 11, 24 y 25 de la Convención Americana.

B.
Posición del Estado

13. El Estado efectuó una narración similar a la del peticionario sobre el resultado de las acciones judiciales interpuestas a los fines de lograr la reposición a su puesto de trabajo. Argumentó que el señor Lara Bolívar ha tenido a su alcance todas las vías ordinarias y extraordinarias dispuestas en la legislación peruana para hacer prevalecer su derecho y que dichas acciones fueron decididas en el marco de un debido proceso. Señaló que el hecho de haber obtenido decisiones desfavorables no configura una violación a derechos protegidos en la Convención Americana, máxime cuando tales decisiones provinieron de tribunales competentes, autónomos e independientes.  

14. Según el Estado, al peticionario le fue negada la reposición a su puesto de trabajo en virtud de que en la legislación laboral peruana el cobro de pensión de cesantía es una de las causales para el cese de la relación laboral. Agregó que durante el proceso laboral ordinario, la parte demandada – Banco de la Nación – presentó varias boletas de pago de pensión firmadas por el señor Lara Bolívar, por lo cual la pretensión de que su despido fuese declarado nulo no tiene asidero legal. De acuerdo con lo alegado por el Estado, la firma de las boletas configura una aceptación tácita del cese del vínculo laboral con el Banco de la Nación. 
15. El Estado desvirtuó las alegaciones del peticionario de que el cese en su puesto de trabajo se habría producido como represalia a su actuación como líder sindical y agregó que el referido despido se encuentra fundamentado en causales objetivas establecidas en la legislación interna.

16. Finalmente, el Estado alegó que los hechos narrados en la petición no tienden a caracterizar la vulneración a derechos previstos en la Convención, y solicitó que la CIDH la declare inadmisible en virtud del artículo 47.b) del referido instrumento.

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD 
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

17. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presunta víctima a una persona natural, respecto a quien el Estado peruano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar el reclamo.
18. La Comisión tiene competencia ratione materiae y ratione loci, por cuanto en la petición se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.
19. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.
B. Otros requisitos de admisibilidad de la petición

1.
Agotamiento de los recursos internos y plazo de presentación de la petición
20. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional.
21. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible es necesario que haya sido presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
22. En la presente petición se alega que al ser despedido de su puesto de trabajo en el Banco de la Nación, la presunta víctima solicitó su reincorporación mediante una acción ordinaria laboral, la cual fue desestimada en última instancia por ejecutoria de la Corte Suprema de Justicia de 22 de octubre de 1998. Según el relato de los hechos, luego de haber sido notificado de esa ejecutoria suprema el 29 de enero de 1999, el señor Lara Bolívar ejerció varios recursos extraordinarios a los fines de impugnar las decisiones judiciales dictadas en la vía ordinaria. 
23. De acuerdo con la información presentada por las partes, el 5 de febrero de 1999 la presunta víctima interpuso un “recurso extraordinario de revisión” ante la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia. En fecha 15 de julio de 1999 la Corte Suprema le notificó al señor Víctor Eladio Lara la improcedencia del recurso incoado. Posteriormente, el 7 de enero de 2000 interpuso un recurso de nulidad de cosa juzgada fraudulenta en contra de las decisiones dictadas en el proceso ordinario laboral de reposición. El 17 de enero de 2000 el 15º Juzgado Laboral de Lima declaró el recurso extemporáneo, en base a los siguientes argumentos: 
el plazo para demandar la Nulidad de Cosa Juzgada es de seis meses de ejecutada o de haber adquirido la calidad de cosa juzgada, sin embargo del punto 10.- del escrito de demanda se advierte que la ejecutoriada es de fecha veintidós de octubre de mil novecientos noventiocho, y la presente acción ha sido interpuesta el siete de enero de dos mil habiendose vencido con exceso el plazo de caducidad (...)
. 

24. El señor Víctor Eladio Lara indicó que el 17 de marzo de 2000 presentó una acción de amparo contra las decisiones dictadas en primera y segunda instancia del proceso laboral de reposición. La presentación de dicha acción derivó en una decisión dictada el 12 de diciembre de 2000 por la Sala Corporativa Transitoria Especializada de Derecho Público de la Corte Superior de Justicia de Lima, en la cual señaló que
el proceso judicial feneció con la expedición de la resolución de la Sala Constitucional  de la Corte Suprema de Justicia, de fecha veintidós de octubre de mil novescientos noventiocho, que declaró improcedente el recurso de casación interpuesto por el actor, habiendo sido notificada dicha resolución, con fecha veintinueve de enero de mil novecientos noventa y nueve, tal como lo afirma el propio actor en el punto doce de su demanda, consecuentemente, estando a la fecha de interposición de la presente demanda – diecisiete de marzo del dos mil – se concluye que la misma ha sido presentada en forma extemporánea (...)
.  
25. De acuerdo con la información presentada, la decisión arriba citada fue confirmada por la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia el 25 de julio de 2001. Esa información indica que posteriormente, la presunta víctima dedujo un “recurso extraordinario de revisión” ante el Tribunal Constitucional contra las sentencias que denegaron la acción de amparo incoada el 17 de marzo de 2000. El 4 de diciembre de 2003 el Tribunal Constitucional declaró en última instancia la improcedencia de la acción de amparo y confirmó las decisiones recurridas, argumentando que contra las sentencias de la jurisdicción laboral impugnadas mediante la acción de garantía 
el demandante ha[bía] interpuesto demanda de nulidad de cosa juzgada fraudulenta, conforme se aprecia de fojas 46 a 48 de autos, de modo que la demanda de amparo resulta improcedente, pues conforme lo establece el artículo 6°, inciso 3), de la Ley N.° 23506, no proceden las acciones de garantías cuando el agraviado ha optado por acudir a la vía judicial ordinaria
.    
26. La CIDH observa que el proceso ordinario laboral culminó el 22 de octubre de 1998 con ejecutoria de la Corte Suprema de Justicia resolviendo un recurso de casación interpuesto por la presunta víctima. Con relación a los recursos extraordinarios posteriormente formulados, conforme se ha narrado en los párrafos anteriores, todos los juzgados, salas y tribunales superiores que los conocieron declararon que fueron presentados fuera del plazo establecido en la legislación interna o que incurrían en otras causales de improcedencia.
27. La CIDH destaca que los recursos de naturaleza extraordinaria pueden configurar una vía idónea a los efectos del requisito de admisibilidad previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana. Sin embargo, para que puedan brindar al Estado la oportunidad de subsanar la alegada violación a derechos convencionales antes de que sea planteada a una instancia internacional, en la interposición de los recursos judiciales, sean ellos ordinarios o extraordinarios, deben cumplir con los requisitos razonables de procedibilidad establecidos en la legislación interna.

28. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la efectividad de un recurso judicial implica que, potencialmente, cuando se cumplan los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia establecidos en la legislación interna, el órgano judicial evalúe sus méritos. En el mismo sentido, ha expresado que la existencia y aplicación de requisitos de admisibilidad, previo al conocimiento de los méritos de un recurso judicial no resultan incompatibles con el derecho protegido en el artículo 25 de la Convención
.
29. Según se desprende de las copias del expediente judicial y del relato de las partes, el recurso extraordinario de revisión interpuesto el 5 de febrero de 1999, el recurso de cosa juzgada fraudulenta deducido el 5 de febrero de 1999, así como la acción de amparo formulada el 17 de marzo de 2000 incumplieron requisitos de procedencia establecidos en la legislación interna. Sin prejuzgar sobre su efectividad, según la legislación peruana, para revertir las decisiones dictadas en la vía ordinaria laboral, la CIDH considera que al incumplir las exigencias de la legislación procesal pertinente, los mencionados recursos extraordinarios no eran idóneos para remediar las alegadas vulneraciones a derechos humanos planteadas ante esa instancia internacional. Por lo tanto, no pueden ser considerados en el cómputo del plazo de seis meses establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana.
30. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH considera que los recursos de la jurisdicción interna fueron agotados mediante la ejecutoria de la Corte Suprema de Justicia de 22 de octubre de 1998, la cual fue notificada al señor Víctor Eladio Lara Bolívar el 29 de enero de 1999. Dado que la petición fue recibida por la CIDH el 20 de octubre de 2003, la misma no satisface el requisito establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención.
31. La Comisión se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención
.
V.
CONCLUSIONES
32. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible por incumplimiento del requisito establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana, y en consecuencia,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado y al peticionario.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011. (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Petición inicial recibida el 20 de octubre de 2003, anexos, Resolución Uno de 17 de enero de 2000, dictada por el 15º Juzgado Laboral de Lima, expediente Nº 0005-2000, considerando noveno.


� Petición inicial recibida el 20 de octubre de 2003, anexos, Resolución de 12 de diciembre de 2000, dictada por la Sala Corporativa Transitoria Especializada de Derecho Público de la Corte Superior de Justicia de Lima, expediente Nº 979-2000, considerando cuarto.


� Petición inicial recibida el 20 de octubre de 2003, anexos, Resolución de 4 de diciembre de 2003, dictada por el Tribunal Constitucional del Perú, expediente Nº 1644-202-AA/TC, punto resolutivo 3.  


� Corte I.D.H., Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 94; y Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros). Sentencia de 24 de Noviembre de 2006. Serie C No. 158, párr. 126.


� CIDH, Informe No. 14/10, Petición 3576-02, Inadmisibilidad, Trabajadores Despedidos de Lanificio del Perú S.A., Perú, 16 de marzo de 2010, párr. 35; Informe No. 135/09, Petición 291-05, Inadmisibilidad, Jaime Salinas Sedó, Perú, 12 de noviembre de 2009, párr. 37 e Informe No. 42/09, Petición 443-03, Inadmisibilidad, David José Ríos Martínez, Perú, 27 de marzo de 2009, párr. 38. 





